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AUTONOMÍA Y PUEBLOS INDÍGENAS

Raúl González Schmal

La cuestión de la autonom ía de los pueblos indígenas se ha convertido, 
para unos, en la piedra angular de la solución del conflicto de Chiapas y, 
para otros, en la piedra de escándalo que im pide arribar a una solución.

Un distinguido antropólogo1 ha expresado que le parece m uy cínica la 
tesis de que la autonom ía provocaría problem as a la integración nacional, 
cuando  la frac tu ra  posible del país se p roduciría  en  rea lid ad  po r la 
desigualdad. Otro no menos distinguido, en este caso jurista, recientemente 
cuestionó la conveniencia de que se les reconociera au tonom ía a las 
com unidades indígenas, a la que calificó de "entelequia jurídica", que no 
les va a reso lver ni la in salubridad , ni la desnu tric ión , ni la falta de 
educación.2

Lo anterior da una idea del embrollo que se ha creado en tom o a este 
problem a m edular de la autonom ía indígena. De un  tiempo para acá, como 
precisaremos m ás adelante, toda la compleja problem ática de la situación 
planteada por el EZLN en Chiapas y, con ello, de todos los grupos indígenas 
del país, se ha centrado en la autonomía.

Para obtener algunos elementos que perm itan acercarse al problem a y 
a su posible solución, es ineludible intentar dar respuesta a las siguientes 
preguntas: ¿Qué es la autonom ía como concepto genérico en la teoría 
constitucional? ¿Cómo se concibe la autonom ía respecto de los pueblos o 
com unidades indígenas en el Derecho Internacional? ¿Cómo se plantea la 
cuestión de la autonom ía en los Acuerdos de San A ndrés? ¿Y cómo se 
plantea, a su vez, dicha cuestión en las iniciativas de la Cocopa, del gobierno 
y de los partidos políticos? ¿Cuál es el estado actual de la cuestión? ¿Cuál 
parecería, por último, la solución más viable?

‘José del Val Blanco. "La Reconstrucción de los pueblos indígenas" ,  ponencia  p resen tada  
en el Foro sobre A u to no m ía  y Derechos d e  los Pueblos Ind ígenas, H. C ám ara  de  D ipu tados ,  
México, 28 d e  abril de  1998, ponencia  inédita.

2José Luis Soberanes. Director del Instituto  de  Investigaciones Ju ríd icas d e  la U N A M , 
Reforma, 16 d e  jun io  de  1998.
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1. ¿Qué es la autonomía?

Etim ológicam ente proviene de "autos", propio y "nom os", ley. La 
palabra autonom ía es polivalente. Se em plea en varias ram as del saber, 
pero no es un  térm ino multívoco, porque pueden observarse sólo m uy pocas 
variantes en su uso.3

En el plano jurídico la autonom ía es la capacidad de un  ente para darse 
sus p ro p ia s  no rm as de com portam ien to  y p a ra  co n s tru ir  su  p rop io  
ordenam iento jurídico. Autonom ía es, pues, la facultad de darse leyes a sí 
mismo. Aplicado al orden político vendría a ser la facultad de un pueblo de 
darse leyes a sí mismo y de gobernarse a sí mismo.

El concepto de autonom ía está em parentado con el de soberanía, pero 
no se confunde con él. La autonom ía puede darse por grados y en diferentes 
niveles: en el m unicipio, en la región, en el estado-m iem bro o entidad 
federativa, en una etnia, etc. La soberanía, en cambio, es la potestad suprema, 
dentro del Estado, de decidir en últim a instancia todo lo que corresponde 
al bien público, con el monopolio de la coacción física. Implica, pues, una 
superioridad respecto a otros poderes internos subordinados.

La autonom ía vendría a ser, en cierto sentido, una soberanía de segundo 
grado, porque su ap titud  para autonorm arse y para dictarse su propio 
ordenam iento jurídico procede de la condición suprem a de la soberanía.

La autonom ía no es absoluta. Se m antiene dentro de la organización 
del Estado por m edio de sus norm as fundam entales, de sus principios 
constitucionales y de su propia estructura.

En las últim as décadas, el principio ha desbordado el interés estatal 
p a ra  s e rv ir  de  p a u ta  a re iv in d ica c io n es  de g ru p o s  m in o rita rio s  y 
co m u n id ad es  étnicas, en  las que p u ed e  ad v ertirse  con claridad  una 
conciencia colectiva independiente o autónoma.

2. ¿Cómo se concibe la autonomía respecto de los pueblos o comunidades 
indígenas en el derecho internacional?

En el desenvolvim iento  de los derechos hum anos se habla de tres 
generaciones de derechos. Dentro de la últim a se ubican los derechos o 
intereses colectivos y, como una especie de éstos, se inscriben los derechos 
de las m inorías étnicas. Para el tema que nos ocupa interesa destacar los 
derechos de autonom ía de los pueblos indios.

3 Diccionario Unesco de Ciencias Sociales, T. I, Barcelona, Ed. P laneta  Agostini, 1975.
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En la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT) celebrada en Ginebra en junio de 1989, surgió el Convenio 169 sobre 
pueblos indígenas y tribales en países independientes.4 México fue el prim er 
país en el m arco la tinoam ericano  en ratificar este C onvenio (el 6 de 
septiembre de 1991) y el segundo en hacerlo en el nivel m undial.

E ntre las d isp o sic io n es  m ás im p o rta n te s  de d icho  in s tru m e n to  
internacional5

... está la respuesta  a las aspiraciones de  los p ueb los  ind ígenas  q ue  han  estado  
d e m a n d a n d o  a sum ir  el control de  sus p rop ias  insti tuciones y  fo rm as de  v ida  y  de 
su desarro llo  económ ico  y a m a n te n e r  y  for ta lecer sus iden t id ad es ,  len g u a s  y 
religiones. Se señaló  q ue  en m u ch as  partes  del m u n d o  los p ueb lo s  no p o d ía n  
gozar  de  los derechos fundam enta les  en el m ism o g rad o  que  el resto de  la población 
de los es tados  en que  vivían, y  que  sus leyes, valores, cos tum bres  y  perspectivas, 
hab ían  sufrido  f recuentem ente  u n a  erosión. El C onvenio  a tend ió  a la part icu la r  
contr ibución de  los pueb lo s  indios a la d ivers idad  cultural, a la a rm on ía  social y 
ecológica de la h u m a n id a d  y a la cooperación y com prensión  internacionales.

El Convenio se aplica a pueblos indios, entendidos como aquellos cuyas 
condiciones sociales, culturales y económicas los distinguen de otros sectores 
de las colectividades nacionales y que están regidos total o parcialm ente 
por sus propias costumbres o tradiciones. Establece que la conciencia de la 
iden tidad  indígena deberá considerarse un  criterio fundam ental para 
determ inar los grupos a los que se aplican las disposiciones del Convenio. 
Por este Convenio, los gobiernos que lo suscriban asum en la responsabilidad 
de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción 
coordinada y sistemática con m iras a proteger los derechos de los pueblos 
indios y a garantizar el respeto a su integridad y de prom over la plena 
efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de dichos 
pueblos, respetando  su id en tidad  social y cultural, sus costum bres y 
tradiciones y sus instituciones.

El Convenio tam bién im pone a los gobiernos suscriptores del mism o la 
obligación de consultar a los pueblos indios, m ediante procedim ientos 
apropiados y en particular, a través de las instituciones de dichos pueblos, 
cada vez que prevean m edidas legislativas o adm inistrativas susceptibles 
de afectarles directamente. Es obligación de los gobiernos que al aplicar la 
leg islación  nacional a los pueb los ind ios se tom en  d eb id am en te  en

4 El d o c u m e n to  com ple to  p u e d e  verse en Documentos y  Testimonios de Cinco Siglos, 
México, Comisión Nacional de  Derechos H u m an o s ,  1991, pp. 240-249.

5 R e su m e n  d e  Jorge Alonso. "Las contrad icc iones  en to rno  a los A cu erdo s  d e  San 
A ndrés" ,  ponencia  p resen tada  en el Foro sobre A uton om ía  y Derechos.. . op. cit.
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consideración sus costum bres o su derecho consuetudinario. Los pueblos 
indios tienen el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, 
siem pre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundam entales 
definidos en el sistem a jurídico nacional, ni con los derechos hum anos 
internacionalm ente reconocidos.

Es im portante señalar que dicho Convenio ya forma parte de nuestro 
orden jurídico constitucional y el cual ya no puede ser im pugnado m ediante 
la acción de inconstitucionalidad, como lo han pretendido algunos juristas, 
toda vez que ya transcurrió  en exceso el térm ino de 30 días naturales 
siguientes a la fecha de su publicación, a que se refiere la fracción II del 
artícu lo  105 de la C onstitución , adem ás de que dicho C onvenio fue 
prom ulgado con m ucha antelación a la reforma constitucional que introdujo 
la acción de inconstitucionalidad (Diario Oficial, 30 /X I I /94).

H ay otros docum entos que acusan claramente la tendencia del Derecho 
In ternacional de los Derechos H um anos en torno a la autonom ía, los 
derechos y la cultura de los pueblos indios.

Conviene recordar que el 31 de m arzo de 1995 en la ciudad de México 
se llegó al Acuerdo sobre identidad y derechos de los pueblos indígenas 
por parte  del gobierno de G uatem ala y de la U nidad  Revolucionaria 
N acional G uatem alteca, en el proceso de la firma de paz. El Estado se 
com prom ete a reconocer, respeta r y p rom over las form as p rop ias de 
organización de las com unidades indígenas y de constituirse de acuerdo 
con sus norm as consuetudinarias, en el manejo de sus asuntos.6

3. ¿Cómo se plantea la cuestión de la autonomía en los Acuerdos de San 
Andrés?

Q uedaron form alizados el 16 de febrero de 1996. En el aspecto que nos 
o cu p a  se es tab leció  que el E stado  re sp e ta rá  el ejercicio de la libre 
determinación de los pueblos indígenas, en cada uno de los ámbitos y niveles 
en que harán  valer y practicarán su  autonom ía diferenciada, sin menoscabo 
de la soberanía nacional y en el nuevo marco norm ativo para los pueblos 
indígenas. Este nuevo marco norm ativo se le considera como el punto  de 
partida para la nueva relación entre los pueblos indígenas y el Estado. Para 
cum plir con dicho acuerdo el gobierno asum e el compromiso de im pulsar 
el reconocimiento en la Constitución política de las dem andas indígenas 
que deben quedar consagradas como sus derechos políticos, derechos de

6 Véase el citado trabajo de Jorge Alonso.
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jurisdicción, derechos sociales, derechos económicos, derechos culturales, 
en tanto no se opongan a los derechos hum anos, en especial los de las 
mujeres y, fundam entalm ente, el reconocimiento a la libre determ inación y 
a la expresión de ésta, que es la autonom ía, de los pueblos indígenas "que 
son los que descienden de poblaciones que habitaban en el país en la época 
de la conquista o de la colonización y el establecimiento de las actuales 
fronteras estatales, y que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan 
sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte 
de ellas". Dentro del nuevo marco constitucional de autonom ía se respetará 
el ejercicio de la libre determ inación de los pueblos indígenas en cada uno 
de los ám bitos y niveles en que la hagan valer, pudiendo abarcar uno o más 
pueblos indígenas, conforme a las circunstancias particulares y específicas 
de cada entidad federativa y  se hace hincapié en que el ejercicio de la 
a u to n o m ía  de  los p u e b lo s  in d íg e n a s  c o n tr ib u irá  a la u n id a d  y 
dem ocratización de la vida nacional y fortalecerá la soberanía del país. En 
el mism o acuerdo se propone, con fundam ento en el Convenio 169 de OIT, 
reconocer en la legislación nacional a las com unidades indígenas como 
en tidades de derecho público , el derecho de asociarse lib rem ente en 
m unicipios con población m ayoritariam ente indígena, así como el derecho 
de varios municipios para asociarse, con el fin de coordinar sus acciones 
como pueblos indígenas.

4. ¿Y cómo se plantea, a su vez, dicha cuestión en las iniciativas de la 
Cocopa, del gobierno y de los partidos políticos?

El 29 noviembre de 1996 la Cocopa presentó su proyecto de reformas 
constitucionales sobre los derechos y cultura indígenas, al cual se le atribuyó 
expresam ente el carácter de docum ento definitivo y, por tanto, susceptible 
sólo de aprobarse o rechazarse en form a integral. El EZLN aceptó el 
docum ento completo y, el gobierno, por su parte, el 19 de diciembre de 
dicho año, formuló una serie de observaciones al proyecto de la Cocopa, es 
decir, no lo aceptó en sus térm inos. El EZLN, por su lado, manifestó que no 
adm itiría el más m ínimo cambio a dicho proyecto.

En síntesis, el proyecto de reform as constitucionales de la Cocopa 
consiste en lo siguiente: Reconocimiento de que la nación mexicana tiene 
una composición p luricultural sustentada originalm ente en sus pueblos 
ind ígenas (lo cual ya se encuentra establecido en el artículo 4o. de la 
Constitución), que son aquellos que habitaban en el país al iniciarse la 
colonización y antes de que se establecieran las fronteras de los Estados 
Unidos Mexicanos, y que cualquiera que sea su situación jurídica, conservan
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sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte 
de ellas. Los pueblos indígenas tienen el derecho a la libre determ inación y, 
como expresión de ésta, a la autonom ía como parte del Estado mexicano 
para decidir sus formas internas de convivencia y de organización social, 
económ ica, política y cultural, y aplicar sus sistem as norm ativos en la 
regulación y solución de conflictos internos, respetando  las garantías 
individuales, los derechos hum anos y, en particular, la dignidad e integridad 
de las mujeres; sus procedimientos, juicios y decisiones serán convalidados 
por las autoridades jurisdiccionales del Estado. Acceder de m anera colectiva 
al uso y d isfru te de los recursos natu ra les de sus tierras y territorios, 
entendidos éstos como la totalidad del hábitat que los pueblos indígenas 
usan y ocupan, salvo aquellos cuyo dominio directo corresponde a la nación. 
En lo que concierne a la reforma municipal, se respetará el ejercicio de la 
libre determ inación de los pueblos indígenas en cada uno de los ámbitos y 
niveles en que hagan valer su autonom ía, pudiendo abarcar uno o más 
pueb los ind ígenas, de acuerdo  con las c ircunstancias particu la res y 
específicas de cada entidad federativa. Las com unidades indígenas como 
e n tid a d e s  de derecho  púb lico  y los m un ic ip io s  que reconozcan  su 
perten en c ia  a un  pueb lo  ind ígena, te n d rá n  la facu ltad  de asociarse 
lib rem en te  con el fin de co o rd in a r su s acciones, y las au to rid ad es  
com petentes realizarán la transferencia ordenada y paulatina de recursos, 
para que ellos mismos adm inistren los fondos públicos que se les asignen.

Como proyectos alternativos al de la Cocopa el pasado mes de marzo 
tanto el PAN como el gobierno, con diferencia de unos días, presentaron 
an te  el C ongreso  de la U nión  sus p ro p ia s  in ic ia tiv as  de refo rm as 
constitucionales sobre derechos indígenas. El Partido Verde Ecologista, por 
su parte, tam bién presentó iniciativa de reformas a m ediados del mes de 
abril del año en curso.

Ambas iniciativas, la del PAN y la del Ejecutivo federal, omiten una de 
los principales exigencias de San Andrés: el reconocimiento de la existencia 
de un  sujeto político denom inado "pueblos indios" dentro de un orden 
jurídico nacional, pero p lural.7 El PAN, en su iniciativa, introduce una 
in te re sa n te  in s ti tu c ió n , que en  su  o p o r tu n id a d  d ebe  to m arse  en 
consideración: las Cartas Municipales.

Gilberto López y Rivas,8 a quien sigo en el análisis de las referidas

7 G ilber to  L ó p ez  y Rivas; "P u e b lo s  ind ios ,  a u to n o m ía  y re fo rm a  const i tu c io na l" ,  
ponenc ia  p resen tad a  en el Foro sobre A u tonom ía  y Derechos... op. cit.

8 Ibid.
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iniciativas aunque no necesariamente coincida con dicho autor en varias 
de sus conclusiones, señala que am bos proyectos de reformas se refieren, 
de m anera declarativa, a los pueblos indios, pero en el m om ento de hacer 
efectivo el derecho a la autonom ía, am bas reducen, lim itan y acotan este 
derecho a las com unidades indígenas, contraviniendo con ello lo pactado 
en los Acuerdos de San Andrés, en uno de los cuales con toda precisión se 
señala lo siguiente: "el reconocimiento de la autonomía se basa en el concepto 
de pueblo indígena... la legislación nacional debe reconocer a los pueblos 
indígenas como los sujetos de los derechos a la libre determ inación y 
autonom ía".

En otros términos el nivel de autonom ía que se reconoce en las iniciativas 
enviadas al Congreso no corresponde al acordado en San Andrés. En los 
A cuerdos que firm aron  el EZLN, la Cocopa y el gobierno  federal se 
reconocieron a los pueblos —como ya se ha dicho arriba— como el sujeto 
de los derechos a la libre determ inación y autonom ía, y a las com unidades 
que esos pueblos contienen como entidades de interés público, y se hacía 
hincapié en que el ejercicio de la autonom ía de los pueblos indígenas 
contribuiría a la un idad  y dem ocratización de la vida nacional y fortalecería 
la soberanía del país.

También se omitió en ambas iniciativas el reconocimiento explícito de 
la com unidad como entidad de derecho público

La jurista M agdalena Gómez, po r su lado, señala que los pueblos 
indígenas están asentados en com unidades que, a su vez, lo están en uno o 
varios municipios de una o varias entidades federativas (por ejemplo, en 
Chiapas, el pueblo tzotzil se encuentra en Zanacantán y San Juan Chamula, 
o el tojolabal en las M argaritas, Comitán y Altamirano; en los estados de 
Jalisco, Nayarit, D urango y Zacatecas están los huicholes). Por lo tanto, la 
garantía constitucional de autonom ía, cuya titu laridad correspondería a 
los pueblos indígenas; se ejercería a partir del espacio com unitario, que 
sería su  un idad  p rim aria  de representación. Pero no sólo en él, no se 
encerraría el ám bito de la au tonom ía en los lím ites territoria les de la 
com unidad, por ello se plantea la asociación de com unidades de uno o más 
pueblos.9

Añade la m ism a autora que el pueblo maya y el huichol, por ejemplo, 
están d istribuidos en com unidades que, a su  vez, se ubican en varias

9 M ag da len a  Gómez. "Iniciativa presidencial en m ater ia  ind ígena, los desacu e rdo s  con 
los A cuerd o  de  San A ndrés" ,  ponencia  p resen tada  en el Foro sobre A u to no m ía  y Derechos...  
op. cit.
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entidades de la República. Si el concepto es la com unidad ¿cómo reivindican 
el derecho com ún a lugares sagrados conocidos como sitios arqueológicos 
e h istó ricos o com o reservas ecológicas, si éstos se ub ican  o en una 
com unidad o cerca de una com unidad específica? ¿Cuál de las com unidades 
huicholas puede reivindicar su derecho a W iriicuta que es la fase final de 
una peregrinación que cruza varias entidades? Igual sucede con el pueblo 
m aya y  sus lugares sagrados, para los cuales tienen que pagar una cuota 
para que se les perm ita entrar y no les autorizan la realización de ceremonias.

H ay que acotar, sin embargo, que ya se están dando pasos legislativos, 
en el ám bito de las entidades federativas, para reconocer a los pueblos 
indígenas como sujetos de algunos derechos. Así, por ejemplo, el reglamento 
expedido en San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial de dicho 
estado, de 22 de septiem bre de 1994, que declaró "sitio de patrim onio 
histórico, cultural y zona sujeta a conservación ecológica del grupo étnico 
W irraika a los lugares sagrados y a la ru ta histórico-cultural ubicada en los 
m unicipios de Villa Rams, Charcas y Catorce del Estado de San Luis Potosí. 
El sujeto de dicha regulación es todo el pueblo huichol y su derecho a los 
lugares sagrados y todo el pueblo huichol de varias com unidades en varias 
entidades federativas".10

Debe añadirse que recientemente, el día 19 de junio de 1998, se aprobó 
por el Congreso local de Oaxaca la Ley de Derechos de los Pueblos y 
C om unidades Indígenas del Estado de Oaxaca, que es reglam entaria del 
artículo 16 de la C onstitución local, y la cual establece el derecho a la 
autonom ía, al territorio y a la identidad de las com unidades indígenas. 
Tipifica, asimismo, el delito de etnocidio.

5. ¿Cuál es el estado actual de la cuestión?

H ay  dos posiciones fundam entales, aunque  cada una de ellas con 
diversos matices. La prim era, que sostiene que la autonom ía de los pue­
blos indígenas podría poner en riesgo la un idad  y la soberanía del Estado. 
La segunda que, por el contrario, afirma que dicho reconocimiento coadyuva 
a la arm onía nacional.

El Dr. Juventino Castro y Castro, Ministro de la Suprema Corte de Justicia 
de la N ación, sostiene que el m odelo  de au to n o m ía  viable para  las 
com unidades indígenas de Chiapas era aquel que les perm itiera fomentar 
sus costum bres, folclor, música, que les daban  identidad; pero que era

10 M ag da lena  G ómez, op. cit.
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inadm isible pretender establecer autonom ías "de tipo político", porque eso 
llevaría al país a su pulverización.11

C on sid eran  los so stenedo res de esta  posición  que la au to n o m ía  
rep resen ta  u na  g ran  am enaza p a ra  la u n id a d  de la nación , p a ra  la 
conv ivencia  en tre  los m exicanos, p a ra  la v igencia  de las g a ran tía s  
individuales y los derechos hum anos en las regiones indígenas e incluso 
para el progreso general del país.12

La exposición de m otivos de la iniciativa del gobierno federal dice que: 
"El pueblo mexicano a que se refiere la Constitución es fuente de soberanía 
pero no puede utilizarse para definir sujetos específicos de derecho. Para 
que esos sujetos puedan  acogerse a los derechos derivados de la soberanía, 
requieren de categorías precisas como la nacionalidad y la ciudadanía".

M agdalena Gómez, destacada representativa de la posición contraria, 
argum enta que en la iniciativa presidencial se confunde el pueblo como 
e lem en to  c o n s titu tiv o  de u n  E stado  con p u eb lo s  in d íg e n a s  com o 
co m p o n e n te s  del p u eb lo  m ex ican o , y de ah í qu e  se c o n s id e re  la 
inconveniencia de reconocerles personalidad jurídica a estos últimos.

O tro  e sp e c ia lis ta  q ue  so s tie n e  la te sis  q ue  p o d r ía m o s  lla m a r 
"autonom ista", Héctor Díaz Polanco, se pregunta si es exacta la apreciación 
de los que se oponen a la autonomía:

¿Los pueblos indígenas de México aspiran a algo que no exista en 
n inguna otra parte  del m undo? Lo prim ero que habría que establecer 
claramente, es que regímenes de autonom ía —con grados y especificidades 
acordes con el desarrollo histórico, la m atriz socioeconómica y la tradición 
política de cada una de las respectivas sociedades— se han establecido y 
funcionan con m ás o m enos éxito en num erosos países del m undo. La 
autonom ía como sistem a de descentralización política y fórm ula para 
reconocer derechos a g ru p o s  étn icos, con fig u rac io n es  reg io n a les , 
nacionalidades, etc., existen desde hace tiem po en Europa (Dinamarca, 
Finlandia, España, Portugal, Italia, Alemania, etc.) y en América Latina 
(Nicaragua, el proceso establecido constitucionalm ente en Colombia y en 
m archa en varios otros, por ejemplo, en Canadá y Colombia). En todos 
esos casos la autonom ía se ha visto como la solución a problemas, a veces 
de larga data histórica y que en el pasado fueron origen de agudos conflictos. 
A partir del establecim iento de las autonom ías, dichos problem as han

11 C itado por Jorge Alonso, ov. cit., p. 42.
12 H écto r  D íaz Polanco. "A u to no m ía  de  los pueblos  Indios", ponencia  p re se n tad a  en el 

Foro sobre A utonom ía  y Derechos...  op. cit.
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cedido, se han  resuelto o han com enzado a resolverse, y en todo caso ya no 
son fuente de enfrentam ientos sociales y de inestabilidad política.

En el caso de España, la inform ación disponible perm ite concluir que la 
autonom ía es el mejor remedio contra las tendencias separatistas que existan 
en el seno de la sociedad.

El antropólogo José del Val Blanco, director del Instituto Indigenista 
Interamericano, en una tercera posición, considera que "no debe hacerse 
una nueva legislación, cuando la vigente no se cum ple, ya que con el 
cum plim iento del Convenio 169 de OIT y el artículo 4o. constitucional 
estaríam os m uy bien y tendríam os que crear una instancia de defensa de 
los pueblos indios que garantice la correlación de esas leyes, si no lo que 
estaríam os haciendo es una nueva etapa de simulación juríd ica".13

6. ¿Cuál parecería, por último, la solución más viable?

Como se desprende de todo lo expresado arriba, el problem a de la 
autonom ía de los pueblos indígenas es verdaderam ente intrincado. La 
solución no se vislum bra sencilla. Atrás están 500 años de injusticias, de 
opresiones, de violencias, de discrim inaciones en contra de los grupos 
indígenas, que se han ido acum ulando y que han crecido exponencialmente 
hasta estallar un  prim ero de enero de 1994 en la indeseable —mil veces 
indeseab le— violencia de C hiapas, pero  que es, al m ism o tiem po, la 
catalización histórica que expresa la frustración, la im potencia y el reclamo 
justiciero de los pobres entre los pobres de nuestro país. Y que, desde 
cualquier punto  de vista que se le quiera ver, representa una apelación a la 
conciencia moral de toda la sociedad.

¿A utonom ía de los pueblos indígenas? ¿Personalidad jurídica de las 
com unidades indígenas? ¿Municipios indígenas? ¿Preservación de sus usos 
y costum bres? ¿Libre disposición y explotación de las riquezas de sus 
asentam ientos tradicionales? ¿Reivindicación de sus territorios?

Muchos se preguntan escandalizados de qué se trata todo esto. Y no 
dejan de tener razón desde la "lógica" de la mixtificación de la realidad del 
país, que desde la Independencia suprim ió a los indígenas del m undo 
jurídico. Todos los mexicanos éram os iguales y, por tanto, bastaba la misma 
ley para todos. No se advirtió —como sí se hizo en Derecho indiano por 
m ás que en buena parte no se cum plió— que la igualdad legal generaba 
desigualdad social.

13 Ibid.

8 8

Análisis Plural 1° Semestre de 1998



A U T O N O M Í A . .

En la época novohispana no dejaron de levantarse voces en defensa del 
patrim onio territorial de los indios, como la de Paulo III en la Sublimis 
Deus (1537) que declaraba en forma categórica y con toda su autoridad 
apostólica: "... que los dichos indios y todas las otras naciones que en lo 
futuro vendrán a conocimiento de los cristianos, aun  cuando estén fuera de 
fe, no están sin embargo privados ni hábiles para ser privados de su libertad 
ni del dominio de sus cosas, m ás aún, pueden libre y lícitamente estar en 
posesión y gozar de tal dom inio y libertad  y no se les debe reducir a 
esclavitud, y lo que de otro m odo haya acontecido hacerse sea írrito, nulo y 
de ninguna fuerza ni m om ento...",14 o como el insigne Fray Francisco de 
Vitoria que con el mism o celo justiciero argüía: "...estaban ellos, pública y 
privadam ente, en pacífica posesión de las cosas; luego absolutam ente (si 
no consta lo contrario) deben ser tenidos por verdaderos señores, y no se 
les puede despojar de su posesión en tales circunstancias".15

Las costum bres y el derecho indígenas obtuv ieron  sanción oficial 
habiendo sido confirmados en 1530,1542 y 1555, entre otras. Los corregidores 
de indios creados en N ueva España se rigieron por unos Capítulos, de 12 
de julio de 1530. No se diga las m uy conocidas obras de hospitales y escuelas 
destinadas a los indios, que duraron todo el virreinato.16

Por ello R odríguez Puebla, indio pu ro  de ideas liberales, defendió 
abiertam ente "los antiguos privilegios civiles y religiosos de los indios, el 
statu quo de los bienes que poseían en com unidad, las casas de beneficencia 
destinadas a socorrerlos y el colegio en que recibían exclusivam ente su 
educación"; tam bién Carlos María de Bustam ante aseguraba: "parécem e 
que oigo el retintín de que ya no hay indios; de que todos somos mexicanos. 
Valiente ilusión a fe mía, para rem ediar males efectivos y graves". El tiempo 
—dice Luis González y González— dio la razón a Rodríguez Puebla y a 
don Carlos M aría.17

"C u a re n ta  años d e sp u é s  de la in d e p e n d e n c ia  y a p e sa r  de su  
igualitarismo jurídico —dice Luis González y González— había gentes a 
las que los criollos y mestizos seguían llam ando indios, y no por lo oscuro 
de su tez, sino porque pensaban, sentían y obraban de m anera distinta del 
resto de los m exicanos".18

M Bula Sublimis D eus  de P au lo  III, de  1537, reproducc ión  facsimilar, en Silvio Zavala. 
"R epaso  Histórico de la Bula Sublimis D eus  de  P au lo  III", en Defensa de los Indios, México, 
U nivers idad  Iberoamericana, D epto . de  Historia, 1991.

15 Antonio  D o u g n ac  Rodríguez .  Manual de Historia del Derecho Indiano, México, U N A M - 
Mc. Graw-Hill ,  1998, p. 188.

,6 Ibid.
17 Luis González  y  González. El indio en la era liberal, México, Clío, 1996, p. 158.
18 Ibid.
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El liberalismo con su  visión romántica y sesgada del problem a indígena 
y con su pretensión de instaurar el capitalismo en el país, agravó la situación 
de las com unidades indígenas. La llam ada "Ley Lerdo", de 25 de junio de 
1856, q u e  p o r  lo g en e ra l se c ita  p a ra  re fe r irs e  ú n ic a m e n te  a la 
desam ortización de los bienes de la Iglesia católica, en  realidad estaba 
dirigida tam bién a otras corporaciones distintas de las eclesiásticas, como 
está anunciado en su propia denom inación oficial: "Ley de Desamortización 
de Fincas R ústicas y U rbanas P rop iedad  de C orporaciones Civiles y 
Religiosas". La ley no sólo iba contra los bienes eclesiásticos que pertenecían 
a corporaciones, sino igualm ente contra toda p rop iedad  corporativa o 
com unal — por ejemplo de gremios, de ayuntam ientos, de colegios, de 
com unidades indígenas.

N inguna de nuestras Constituciones se ocupó de la cuestión indígena; 
no fue sino hasta la reforma de 1992 al artículo 4o. de la Constitución vigente 
cuando se reconoce la composición pluricultural sustentada en los pueblos 
indígenas a los que deberá protegérseles en sus derechos y culturas.

Tendríamos ya que preguntarnos en este punto  ¿cuál sería el camino 
que conduciría a la solución m ás conveniente o, si se quiere, la que tendría 
m enos desventajas y, por tanto, m ayor v iab ilidad  de te rm inar con el 
conflicto?

A mi entender, la alternativa de m ayor viabilidad para la paz estaría en 
el proyecto de reformas de la Cocopa, cuyo núcleo esencial —como ya quedó 
de manifiesto arriba— está integrado por las exigencias de que a los pue­
blos indígenas se les considere como sujetos del derecho de autonom ía y 
de que explícitamente a las com unidades indígenas se les reconozca como 
entidades de derecho público.

Las razones que militarían en favor de esta fórmula, serían las siguientes:

a) La Cocopa es el organism o plenam ente legitim ado por la Ley para el 
Diálogo, la Conciliación y la Paz digna en Chiapas y por las partes en el 
conflic to , p a ra  fo rm u la r  el p roy ec to  de refo rm as co n stitu c io n a les . 
Expresam ente las partes le otorgaron, además, un  voto de confianza para 
la elaboración de dicha iniciativa.

b) El proyecto de Cocopa, por otro lado, es la traducción a térm inos 
jurídico-constitucionales de los Acuerdos de San Andrés. Estos, a su vez, 
fueron firm ados por los representantes del EZLN y del gobierno federal.

c) El proyecto de Cocopa sustancialm ente está en conform idad con el 
Convenio 169 de la OIT, que al ser suscrito por el Presidente de la República 
y  aprobado por el Senado, form a parte ya de nuestra Ley Suprema de 
acuerdo con el artículo 133 de la misma.
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d) El hecho de que se adhiriera el gobierno federal y, de m anera even­
tual, los partidos políticos y legisladores independientes, al proyecto de 
Cocopa, estaría ofreciendo una p rueba tangible de ind iscutib le buena 
voluntad que seguram ente apoyaría una buena parte de la opinión nacional 
e internacional y que presum iblem ente haría reaccionar en forma positiva 
al EZLN.

e) El proyecto de Cocopa para que se convirtiera en texto constitucional, 
obviamente tendría que ser discutido y aprobado por el Poder Constituyente 
Permanente, integrado por el Congreso de la Unión y las legislaturas de los 
estados (entidades federativas), y qiae es la más alta expresión de la soberanía 
nacional. Este proceso constitucional conllevaría la posibilidad de depurar 
técnicamente y enriquecer la iniciativa de la Cocopa con las aportaciones 
valiosas de las iniciativas del ejecutivo y las del PAN y del Partido Verde 
Ecologista, ya presentadas ante el m encionado órgano reform ador de la 
Constitución.

f) H ay que tom ar en consideración que la reforma de la Constitución no 
va a reform ar autom áticam ente, po r supuesto  —hay que repetirlo  mil 
veces— la realidad de los indígenas chiapanecos. Pero, tam bién hay que 
repetirlo, la solución no puede concebirse si no pasa por la reform a a la 
Constitución y por una nueva legislación en torno a la cultura y los derechos 
de los p u eb lo s  in d íg en as . La n u ev a  leg is lac ión  — c o n s titu c io n a l y 
reglam entaria— no es en sí m ism a la solución pero es una precondición 
para la solución. Entre otras razones, simple y sencillamente, porque así lo 
han planteado las partes involucradas en el conflicto, y, sobre todo, porque 
en esas reform as se estaría revelando y asum iendo el trasfondo de injusticia 
histórica y la raíz ética del dram a de Chiapas y de todos nuestros pueblos 
indígenas.
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